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SUMARIO:

Lección 10.ª

El Tribunal Constitucional: composición y
organización

1. LA DESIGNACIÓN DE LOS MAGISTRADOS CONSTITUCIONALES.
2. EL ESTATUTO DE LOS MAGISTRADOS CONSTITUCIONALES.
3. AUTONOMÍA ORGANIZATIVA Y DIVISIÓN INTERNA DEL TRABAJO.
 BIBLIOGRAFÍA.

LA DESIGNACIÓN DE LOS MAGISTRADOS
CONSTITUCIONALES

1.– Un diseño constitucional en el entorno europeo. A la posición y la desig-
nación de los Magistrados constitucionales dedica la Constitución su artículo
159. Esta norma tuvo inspiración en otras de nuestro entorno regional y misma
fase del constitucionalismo: la Constitución italiana (artículo 135), la alemana
(artículo 94.1) y la francesa (artículo 56). Si bien cada una de ellas posee dife-
rencias y similitudes en el mecanismo de elección o, más adecuadamente, de
designación. No parece haber un tipo ideal en la composición de un tribunal
constitucional ni un único modelo europeo.

Pluralismo en las designaciones y predomino de la mayoría parlamentaria. El
artículo 159.1 CE establece que el Tribunal Constitucional se compone de doce
miembros "nombrados" por el Rey. Pero son "designados" cuatro a propuesta del
Congreso de los Diputados por mayoría de tres quintos de sus miembros, y otros
cuatro a propuesta del Senado por idéntica mayoría; dos a propuesta del
Gobierno; y, finalmente, otros dos a propuesta del Consejo General del Poder
Judicial. La participación de varios órganos constitucionales en las designacio-
nes de los Magistrados constitucionales asegura cierto pluralismo y capacidad
de integración y tiene inspiración en el diseño teórico formulado por Kelsen. No
es un modelo censurable: no es mejor ni peor que otros. Es equilibrado. Obsér-
vese, no obstante, que la mayoría parlamentaria tiene un gran poder para con-
dicionar la composición del TC a través de las designaciones efectuadas por las
dos Cámaras y el Gobierno, e incluso puede influir indirectamente en las del

283



Consejo. Si bien la mayoría viene limitada por la exigencia de mayorías cualifi-
cadas en ambas Cámaras que parecen abocar a un compromiso parlamentario.
Al cabo, todos los Magistrados constitucionales son de designación parlamen-
taria en Alemania y vienen nombrados por mitades en el Bundestag y el Bun-
desrat y el sistema parece funcionar. La designación parlamentaria de Magis-
trados constitucionales no es un sistema en sí mismo censurable, pues un Par-
lamento que representa al pueblo está legitimado para efectuar designaciones
institucionales de otros órganos constitucionales.

¿Instancias neutrales? Ciertamente, no participa una instancia neutral, por
encima de los enfrentamientos entre partidos, como ocurre con el Presidente
de la República en Italia quien ha realizado normalmente excelentes nombra-
mientos entre buenos profesionales, fundados en criterios de mérito y capaci-
dad. Tal responsabilidad, en cambio, no podría concederse al Jefe del Estado en
una Monarquía parlamentaria dada la irresponsabilidad regia.

Malas prácticas: la lotización. Si bien el modelo constitucional no es malo,
sin un leal respeto a las normas que regulan las instituciones que integran el
circuito de garantía y buenas prácticas, diseño alguno puede funcionar adecua-
damente. Ha sido fuente de bastantes conflictos. La exigencia de una mayoría
cualificada no suele generar amplios consensos en las designaciones de los can-
didatos desde hace mucho tiempo, y de hecho sólo se hizo así la primera vez.
En la realidad constitucional, se descompone una y otra vez en un reparto en
cuotas o lotes entre los Grupos parlamentarios que participan en la votación: la
llamada "lotización" (lottizzazione). De suerte que cada Grupo elige uno o dos
candidatos o ninguno según su peso en la representación en la Cámara. Inicial-
mente, se respetaba un veto a los candidatos inaceptables para los otros Grupos,
lo que limitaba posibles arbitrariedades. Pero se ha desarrollado la idea de que
cada Grupo nombra un candidato libremente dentro de su cuota de poder sin
admitirse vetos recíprocos. Sin embargo, la lotización no garantiza la excelencia
de los candidatos designados ni su imparcialidad, frente a la lógica de las mayo-
rías cualificadas. Además, se une a largos retrasos en las designaciones que
igualmente dañan la apariencia de imparcialidad del Tribunal. Es la peor de las
prácticas posibles y altera la lógica del modelo constitucional. Normatividad y
normalidad constitucionales andan caminos demasiado distanciados y deberían
volver a reunirse, recuperando la preocupación por la excelencia de los candi-
datos y su independencia.

Juristas de reconocida competencia con al menos quince años de ejercicio. El
apartado 2.º del artículo 159 CE exige que los Magistrados constitucionales sean
nombrados entre Magistrados, Fiscales, Profesores, funcionarios públicos y
Abogados, todos ellos "juristas de reconocida competencia con más de quince
años de ejercicio profesional". Reconocida competencia y quince años de ejer-
cicio son dos requisitos que deben acumularse y no uno sólo. No pueden leerse
como requisitos fungibles o sustitutivos como a veces ha querido creerse. Nin-
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gún período de ejercicio profesional, por largo que sea, tampoco quince años,
asegura por si mismo una reconocida "competencia", es decir, suficiente pericia
y profesionalidad para intervenir en una muy compleja jurisdicción. No basta
con ser jurista desde hace quince años. A la vez, ningún jurista de reconocida
competencia puede construir un buen currículo en poco tiempo y sin esfuerzo;
cada cosa tiene su edad y también llegar a una magistratura constitucional en la
madurez como jurista. La autoridad de la jurisdicción constitucional depende del
prestigio y auctoritas de sus titulares, lo que producen una predecible confianza
en la autoridad de sus resoluciones. Son unos méritos y capacidades indefecti-
bles para satisfacer una compleja labor de interpretación constitucional, y no
contentarse con votar en Sala o Pleno en vez de aplicar principios constitucio-
nales, según ha explicado Gustavo Zagrebelsky. Un tribunal no es un parla-
mento, por eso no es bueno que se designen a personas que hayan tenido un
vínculo inmediato o reciente con el Gobierno o el Parlamento, pues no es sen-
cillo transitar con celeridad del oficio de político al de juez imparcial e indepen-
diente, e incluso la misma apariencia de imparcialidad podría venir afectada. Los
Magistrados constitucionales deben conocer y aplicar principios jurídicos de
forma motivada y sólo de tiempo en tiempo votan, interrumpiendo sus delibe-
raciones. Esa es la lógica de una jurisdicción constitucional.

La mezcla de jueces y académicos. La mezcla de currículos en la composición
del TC, a la que avoca la norma constitucional (artículo 159.2 CE), especialmente
entre jueces de carrera y académicos de calidad, se ha revelado en la práctica
muy fructífera. Pues suele aportar lo mejor de ambas formaciones: la capacidad
de los jueces para distanciarse, centrar los asuntos y valorar los hechos, junto
a la formación y experiencia de los buenos académicos en el razonamiento abs-
tracto o general y en construir soluciones para problemas nuevos. Esta dualidad
es idónea para una interpretación constitucional que no es meramente aplicativa
de normas predeterminadas sino constructiva de normas. Se ha discutido si debe
haber una determinada proporción o composición equilibrada entre jueces y
académicos, presumiendo que los últimos tiende a ser más activistas. También
se han designado algunos Abogados de prestigio y Fiscales. No solían designarse
quienes inmediatamente hubieran desempeñado cargos políticos, pero algunos
Magistrados recientes han sido inmediatamente antes parlamentarios o miem-
bros del Gobierno, lo que podría no ser aconsejable –insistiré– dada la diversidad
de las funciones jurisdiccional, ejecutiva y parlamentaria.

Mujeres y hombres. Los órganos que realizan las designaciones deberían
ponderar la existencia de una paridad entre hombres y mujeres en el TC, como
en el resto de las instituciones del Estado. Pero ha habido hasta ahora un pre-
dominio casi absoluto de hombres que carece de justificación, si bien esta defi-
ciencia está cambiando.

Edad. Se ha discutido mucho la edad a la que deben designarse los Magis-
trados a la búsqueda de un perfil objetivo. No deberían ser demasiados jóvenes
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como para carecer de experiencia o tener la tentación de construir un currículo
incipiente y hasta entonces insuficiente en la jurisdicción constitucional. Ni
demasiado mayores como para acceder al Tribunal con voluntad de jubilarse.
Que tras la Magistratura constitucional no puedan ser promovidos a otros car-
gos, y, por consiguiente, puedan ser ingratos con quienes les designaron y per-
manecer imparciales, parece una buena recomendación.

Magistrados designados por el Senado a propuesta de las Asambleas territo-
riales. Los Magistrados propuestos por el Senado son elegidos entre los candi-
datos presentados por las Asambleas legislativas de las Comunidades Autóno-
mas en los términos que determine el Reglamento de la Cámara (artículo 16.1,
párrafo segundo, LOTC) desde la reforma operada por la Ley Orgánica 6/2007,
de 24 de mayo. Si bien el Senado puede añadir otros candidatos, pues la modi-
ficación no implica que deje de ser titular de la facultad de designación. Todo
ello según la interpretación conforme a la Constitución realizada al confirmar el
TC la constitucionalidad del procedimiento establecido en el artículo 184.7 RS
en su reforma de 2007 y de esta reforma legal (SSTC 49 y 101/2008 con Votos
discrepantes). Pero la nueva regla fue aprobada sin el necesario consenso en la
reforma por parte de la entonces oposición, lo que generó un conflicto desde su
primer uso, alejándose de la finalidad pretendida por la norma. Así, se efectuaron
idénticas propuestas con las mismas personas en varias Asambleas territoriales,
desdeñando la lógica pluralista y diferenciadora, propia de la representación
territorial en Comunidades Autónomas que pretendía impulsar el legislador.
Debería intentar recuperarse el espíritu de la reforma en usos sucesivos. Estimo
que los Magistrados constitucionales deben tener sensibilidades territoriales
distintas, como juez de las controversias competenciales que es el TC. El
Senado en cuanto cámara de representación territorial es el órgano idóneo para
atender a este valor. Por eso estimo que la reforma legislativa no era inconsti-
tucional, pero no ha sido operativa, pues no ha conseguido hasta ahora los fines
pretendidos.

Término de nueve años. El artículo 159.2 CE pide también que se nombren
por un período de nueve años. El nombramiento de los Magistrados constitu-
cionales por un período más largo que el mandato de cada Legislatura, cuatro
años, hace que no coincida en parte con el de quienes les designaron y, por
consiguiente, refuerza su independencia. Nueve años en sede constitucional es
un período muy largo, dada la intensidad y responsabilidad del trabajo, y, más
aún, a la edad ya madura a la que se nombran los Magistrados constitucionales.
No debería alargarse. Pero no han faltado propuestas doctrinales, a la búsqueda
de la independencia de los miembros del TC, que defienden que se nombren de
forma vitalicia como ocurre en Estados Unidos, o, al menos, hasta la edad de
jubilación como pasa en Israel o, entre nosotros, con los Magistrados del Tri-
bunal Supremo. La primera propuesta no sería deseable para impedir el ejercicio
del cargo por personas de demasiado avanzada edad y escasa energía o interés.
Cada cosa tiene un tiempo. La segunda no es una propuesta disparatada sino
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sensata, pues refuerza su independencia en el ejercicio del cargo, pero es pre-
ferible un mandato limitado si la renovación se ejerce con propiedad.

Mandato de renovación parcial, prórroga y dilaciones indebidas. Los Magis-
trados deben renovarse parcialmente, de cuatro en cuatro, y por terceras partes
cada tres años (artículo 16.3 LOTC). Se comenzó la primera vez con un sorteo
para fijar el orden de renovación. Se entienden agrupados a tales efectos a los
dos Magistrados designados por el Gobierno y los dos designados por el Consejo
General del Poder Judicial (Disposición Transitoria Novena de la Constitución).
Se ha discutido, cuando las dilaciones indebidas aparecen, si uno de estos dos
órganos constitucionales, Consejo y Gobierno, podría cumplir el mandato cons-
titucional de designación en plazo sin verse arrastrado por el deliberado retraso
e incumplimiento del otro. Me parece posible, pues quien incumple la Consti-
tución en los plazos que establece, no puede reclamar el incumplimiento tam-
bién del otro sujeto que sigue vinculado positivamente a la Constitución. Pero
es más complicado, porque puede pensarse que alteraría la lógica de la renova-
ción escalonada. No obstante, debe considerarse la norma principal el artículo
159.3 CE que fija un período de nueve años para el desempeño del cargo de
Magistrado constitucional; mientras la renovación escalonada es una simple
disposición transitoria (la novena) y por consiguiente accidental respecto de esa
regla principal; por otro lado, realizada la primera renovación inicial del TC, las
designaciones serán en todo caso escalonadas con la que la finalidad de la norma
transitoria se cumple. En suma, debe concluirse que, si el Consejo no efectúa
sus nombramientos en plazo, el Gobierno podría hacerlo acatando las normas
constitucionales, y viceversa.

No obstante, este mandato constitucional de renovación parcial y escalonada
dentro de un término o plazo se incumple reiteradamente por las Cámaras con
dilaciones indebidas de hasta tres años. Es una mala práctica sin justificación
alguna. Una grave infracción de la Constitución lamentablemente desprovista
de una sanción que, sin duda, debería introducirse. El atentado a la apariencia
de imparcialidad del juzgador, indebidamente prorrogado sine die, es serio.
También el daño a la confianza de los justiciables que reciben sentencias de
Magistrados mucho tiempo prorrogados, y pueden sospechar que no existe
interés alguno en renovarlos, y, en consecuencia, que están contaminados en
su imparcialidad objetiva o apariencia de imparcialidad.

En efecto, la Ley Orgánica prescribe la prórroga en el ejercicio de sus fun-
ciones de los Magistrados constitucionales "hasta que hayan tomado posesión
quienes hubieren de sucederles" (artículo 17.2 LOTC). Una previsión legal que
no está en la Constitución, ha sido una constante fuente de conflictos y debería
derogarse. El abuso en el uso de esta excepción ha acabado por convertirla en
la regla general. No puede darse por válida una prórroga que ha alcanzado a tener
la misma duración que el período de tres años en el que se abre cada renovación.
La prorogatio se ha erigido en una norma de cobertura para un rodeo o fraude a
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la ley, infringiendo los plazos de renovación. Cabría pensar en introducir una
sanción, la pérdida de la facultad de designación, pues quien no actúa en tiempo
suele perder su facultades en Derecho. El cumplimiento de las normas es por
definición tempestivo. Pero no es sencillo atribuir a otro órgano la facultad de
elección en casos de incumplimiento. Podría concederse al propio Tribunal
Constitucional, mas otorgaría una responsabilidad quizás excesiva a un órgano
jurisdiccional, pero no sería insólito en Derecho comparado. Se ha propuesto
también el sorteo –como ocurre en la Junta Electoral Central– entre los candi-
datos que figuren en una lista baremada por una Comisión parlamentaria y es
una propuesta razonable. Otra alternativa complementaria sería la derogación
de la prorogatio. Cualquiera de estas propuestas no está desprovista de razona-
bilidad. Pero lo más lógico estimo que sería derogar la norma que ha permitido
el abuso: la prórroga. Una interesante polémica doctrinal se ha suscitado al res-
pecto (Santamaría Pastor y Aguiar), discutiendo sobre los riesgos de paraliza-
ción del TC que podría ocasionar la derogación de la prórroga, si fuera adoptada,
sugiriéndose que se rebajara el quorum para ejercer algunas funciones indefec-
tibles. Pero la respuesta al dilema no es evidente, y podría aminorar la virtua-
lidad de una medida que debe concebirse como una sanción a un órgano incum-
plidor. Derogar la prórroga debería bastar para impulsar el cumplimiento de los
plazos, o, en su caso, un sorteo entre una lista de candidatos que se mantenga
actualizada, como segunda alternativa.

Comparecencia parlamentaria. Debe realizarse una comparecencia de los
candidatos designados por el Congreso y el Senado en los términos que dis-
pongan los respectivos Reglamentos parlamentarios (artículo 16.2 LOTC,
artículo 204 RCD y artículos 184 y 185 RS tras la reforma de la Ley Orgánica
6/2007). La finalidad está en comprobar la idoneidad de los candidatos y su cum-
plimiento de los requisitos constitucionales. Si bien se ha convertido en un
expediente formal, una suerte de engorro que se despacha con rapidez por los
parlamentarios, entrevistando a muchos candidatos en muy poco tiempo, a
veces una escasa media hora, mediante unas preguntas de trámite formuladas
por simple cortesía. No existe un interés parlamentario en valorar la idoneidad
o excelencia del designado frente a otros candidatos. No en balde, el compromiso
entre los partidos se alcanza antes de que se produzcan estas comparecencias
parlamentarias que devienen un trámite ya con poco sentido político. A dife-
rencia de cómo suele ocurrir en Estados Unidos con los jueces de la Corte
Suprema que nombra el Presidente de la República con la autorización del
Senado donde el control parlamentario es intenso.

El deseable incremento de las normas de procedimiento. Me parece preciso
realizar reformas en los Reglamentos parlamentarios e introducir normas de
procedimiento más detalladas, así como crear mejores prácticas. Si bien ya
existen algunas previsiones normativas, pero insuficientes, sobre el funciona-
miento de la Comisión de Nombramientos en el Senado (artículo 185 RS).
Muchos de los expertos en justicia constitucional consideran conveniente regu-
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lar un procedimiento de designación parlamentaria más detallado y garantista,
como ya se hace con los Magistrados del Tribunal de Justicia de la Unión Euro-
pea y del Tribunal Europeo de Derechos Humanos (véase el Real Decreto
972/2020, de 10 de noviembre, por el que se regula el procedimiento de selec-
ción para la propuesta de candidaturas por el Reino de España en la designación
de miembros del Tribunal de Justicia de la Unión Europea y del Tribunal Euro-
peo de Derechos Humanos). Sería razonable mantener una lista de candidatos
actualizada, integrada por juristas de reconocido prestigio que hayan pasado una
evaluación por expertos independientes conforme a un baremo objetivo de
mérito y capacidad, y que la designación parlamentaria se produjera dentro de
ese elenco, para asegurarnos de que la voluntad de la Constitución de reclutar
con objetividad algunos de nuestros mejores juristas no se convierta en un
mandato desprovisto de eficacia. El Gobierno, los Grupos parlamentarios, e
incluso el propio Tribunal Constitucional u otras entidades podrían presentar
candidatos a estos efectos y debería haber publicidad en la presentación de las
solicitudes y transparencia en las designaciones en sede parlamentaria y no
extramuros de ella como actualmente ocurre. Sin Magistrados constitucionales
a la altura de la jurisdicción constitucional, no puede funcionar adecuadamente.

Imposibilidad de reelección. Los Magistrados constitucionales no pueden ser
reelegidos para un periodo inmediato, salvo que hubieran ocupado el cargo por
un período no superior a tres años, al ser designados para cubrir alguna vacante
anticipada (artículo 16.4). Tiende a ser la regla general en Europa. Nueve años
de intenso trabajo, y tensiones es un período suficientemente largo como para
que los Magistrados merezcan un descanso y no deban ser reelegidos. Muchos
Magistrados sobrepasarían la edad de una razonable jubilación de producirse la
reelección, y otros podrían no estar ya en condiciones de suficiente salud. Es
un mal modelo la Corte Suprema de Estados Unidos donde se mantienen en el
cargo mientras observen buena conducta, a veces sobrepasados los ochenta
años, como ocurrió con Thurgood Marshall, el primer afroamericano designado
Magistrado de dicha Corte, quien esperó pacientemente a ser renovado por un
Presidente demócrata, evento que no llegó a producirse por su renuncia por
problemas de salud. La prohibición preserva además a la independencia de los
Magistrados, pues de esta forma se evita la tentación de "agradar" a quien pro-
puso su candidatura con la esperanza de alcanzar la reelección. Por otro lado, la
medida facilita la revisión y actualización de la jurisprudencia al cambiar los
titulares del órgano.

Vacantes anticipadas. La experiencia adquirida en el caso del Magistrado
García Calvo que falleció en 2008 y aún no había sido renovado casi cuatro años
después, hace pensar que debería introducirse un precepto para asegurarse de
la inmediata sustitución en casos de vacantes anticipadas por fallecimiento,
enfermedad o incapacidad. Vacantes anticipadas y renovaciones escalonadas no
deberían correr en paralelo ni esperar las primeras a las segundas. Sin embargo,
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el impreciso tenor del artículo 16.5 LOTC parece dar pie a este entendimiento
y demanda una reforma con un tenor más taxativo.

Inicio del procedimiento de designación. El procedimiento comienza con la
solicitud a los órganos que efectúan las designaciones, por parte del Presidente
del Tribunal Constitucional, con cuatro meses de antelación a la fecha de expi-
ración de los nombramientos (artículo 17.1 LOTC). Esta comunicación es un
preaviso que obliga a iniciar las negociaciones parlamentarias para la selección
de los candidatos y es tiempo más que suficiente para alcanzar compromisos y
evitar dilaciones. Pero no ha sido así y se ha convertido en otro acto formal
desprovisto de eficacia y el proceso no suele iniciarse en ese momento sino
cuando libremente los partidos políticos estiman que es un momento política-
mente oportuno. Un desbarajuste.

Merma del mandato en los retrasos. La reforma de la LOTC operada por la
Ley Orgánica 8/2010, de 4 de noviembre, introdujo en el artículo 16.5 la previ-
sión de que, si hubiere retraso en la renovación por tercios de los Magistrados,
a los nuevos que fueron designados se les restará del mandato el tiempo de
retraso en la renovación. Esta medida asienta definitivamente como inevitable
una prórroga, de hecho, indefinida del mandato y transforma indebidamente el
ser en deber ser: los retrasos y dilaciones en la regla. Se recorta innecesaria-
mente el Mandato de los Jueces constitucionales siguientes en vez de impedir
los abusos. Es probablemente inconstitucional por violar el artículo 159.3 CE
que establece sin excepciones un término de nueve años. La reforma legal res-
tringe donde la Constitución no lo hace. Me parece un precepto de difícil justi-
ficación.

Nombramiento regio. Finalmente, los candidatos designados son nombrados
por el Rey en lo que debe considerarse un acto debido (artículo 159.1 CE), una
intervención regia que simplemente solemniza o dignifica el acto de su nom-
bramiento.

La potestad de verificación de los requisitos por un Pleno gubernativo. El TC
puede verificar el cumplimiento de los requisitos constitucionales y legales en
las designaciones efectuadas según permiten los artículos 2.1. g] y 10.1. i]
LOTC. Pero es una posibilidad muy excepcional dada la discrecionalidad de los
nombramientos y así se ha interpretado siempre. Se ha utilizado esta posibilidad
en el Caso del Magistrado Enrique López, cuya candidatura fue inicialmente
rechazada por el Senado al carecer de quince años de ejercicio profesional, y,
tras ser finalmente nombrado, gracias al Voto de calidad del Presidente se
aprobó la verificación tras el empate en el Pleno donde se discutió su condición
de jurista de reconocida competencia; significativamente, este Magistrado se
vería obligado poco tiempo después a renunciar por una conducta impropia.
Debe caerse en la cuenta de que la potestad de verificación se realiza por un
Pleno "gubernativo" y no por un Pleno jurisdiccional y además no cabe recurso
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judicial alguno con posterioridad contra la decisión. De manera que no parece
que pueda estimarse como una facultad judicial plena de revisión de los nom-
bramientos en su idoneidad sino como un juicio liminar, restringido y circuns-
crito a constatar una apariencia de cumplimiento de los requisitos formales. Sin
embargo, se ha llegado a amenazar con usar la potestad de verificación para
bloquear nombramientos por el Pleno en un manifiesto abuso. Debería aclararse
el alcance del trámite de verificación que no me parece transforme la designa-
ción de los órganos con competencias en una mera "propuesta" a un Pleno
gubernativo.

Procedimientos más formalizados. A la vista de las experiencias, deberíamos
confiar en la actuación, debidamente reglada, de unos órganos parlamentarios a
los que se encargara la selección con mayor publicidad y transparencia. Unos
procedimientos mejor regulados y con más trámites. El recto funcionamiento
de una Comisión parlamentaria de nombramientos, parece más razonable que
seguir dejando estas cuestiones en desconocidas personas físicas a los que los
partidos delegan la transacción con secretismo y no asumen responsabilidad
política alguna por las dilaciones. Se ha sugerido –insistiré– que los candidatos
se designen entre un listado de juristas que mantengan actualizado las Cámaras
–a propuesta de los Grupos parlamentario, el Gobierno o el propio TC–, entre
personas que respondan a un perfil objetivo, idóneo para el cargo, y cuyo currí-
culo sea previamente baremado. Algo de esto ya ocurre en la selección de los
Magistrados del TEDH y del Tribunal de Justicia de la Unión.

EL ESTATUTO DE LOS MAGISTRADOS CONSTITUCIONALES

La LOTC dedica al estatuto de los Magistrados constitucionales el Capítulo
Segundo del Título Primero (artículos 16 a 26) donde se regula con detalle su
régimen jurídico.

Juramento o promesa. Deben jurar o prometer guardar y hacer guardar la
Constitución, lealtad a la Corona y cumplir sus deberes como Magistrados al
asumir su cargo ante el Rey (artículo 21 LOTC). El juramento o promesa exte-
rioriza su intensa vinculación positiva a la Constitución, dado que la función del
TC es la garantía de la Constitución.

Independencia e inamovilidad. Manda la Ley que ejercerán su función de
acuerdo con los principios de imparcialidad y dignidad inherentes a la misma;
que no podrán ser perseguidos por las opiniones expresadas en el ejercicio de
sus funciones; que serán inamovibles; y que no podrán ser destituidos ni sus-
pendidos sino por alguna de las causas que esta Ley establece (artículo 22
LOTC). Gozan pues de independencia e inamovilidad (artículo 159.5 CE) y no
pueden ser removidos de su cargo hasta el final del mandato. Esta garantía
debería bastar para asegurar su independencia e imparcialidad, en particular,
respecto de los órganos que los designaron.
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Cese. Los Magistrados constitucional cesan por renuncia aceptada por el
Presidente del TC, por expiración del plazo de nombramiento, por incompatibi-
lidad sobrevenida, al dejar de atender con diligencia los deberes del cargo, por
violar la reserva propia de su función, y por haber sido condenados como res-
ponsable civil con dolo o responsable penal con dolo o culpa grave (artículo 23
LOTC). El Presidente Pascual Sala –ha habido otros ejemplos– se negó a aceptar
varias renuncias en un caso de retraso excesivo en las renovaciones para sal-
vaguardar el quorum de funcionamiento. Puede pues pensarse que la renuncia
es un acto unilateral recepticio, ya que el Presidente puede rechazarla. No existe
pues la libertad de renuncia que es inherente a los cargos públicos representa-
tivos protegidos por el artículo 23.2 CE, un estatuto que no se aplica a los
Magistrados constitucionales, porque no hay en ellos representación política de
los ciudadanos. Los Magistrados constitucionales no representan a nadie, tam-
poco a quienes los eligieron.

Incompatibilidades. Tienen un intenso sistema de incompatibilidades, seme-
jante al de los miembros del Poder Judicial (artículo 159.4 CE), lo que les impide
tener cargos públicos representativos y actividades profesionales o mercantiles.
Con la diferencia entre los Magistrados constitucionales y los miembros del
Poder Judicial de que pueden pertenecer a un partido político o un sindicato,
pero no desempeñar funciones directivas en ellos por expreso mandato consti-
tucional. La regla habitual en la práctica ha sido que tampoco sean militantes,
para asegurar su apariencia de imparcialidad, y, en alguna ocasión, algún Magis-
trado constitucional renunció a su militancia tras ser nombrado en los primeros
tiempos, pero ha habido conocidas excepciones incluso en un caso de quien fue
Presidente. Sí se les suele autorizar a dar conferencias y esporádicas actividades
académicas. No obstante, existe una extendida recomendación que sugiere no
opinar sobre cuestiones sometidas a su jurisdicción y que se encuentren sub
iudice, para no arriesgarse a contaminarse y perder su apariencia de imparcia-
lidad. Algún Magistrado constitucional fue recusado precisamente por afirma-
ciones vertidas en conferencias o ante los medios de comunicación. La libertad
de expresión de los Magistrados constitucionales debe verse sustancialmente
limitada y reconducirse a su votos y opiniones en las sentencias. De nuevo, estas
incompatibilidades tienden a preservar su independencia e imparcialidad.

Fuero especial. Tienen un fuero especial de manera que sólo puede deter-
minar su responsabilidad criminal la Sala de lo Penal del TC (artículo 26 LOTC),
pero carecen de inmunidad como poseen los parlamentarios. Pueden ser sus-
pendidos en el ejercicio de sus funciones por el Pleno del TC como medida
cautelar en el caso de ser procesados. El artículo 52 LOPJ añade que su res-
ponsabilidad civil se determina por la Sala de lo Civil del TS.

Inviolabilidad. Asimismo poseen inviolabilidad y no pueden ser perseguidos
por las opiniones expresadas en el ejercicio de sus funciones (artículo 22 LOTC).
Tras una absurda condena por responsabilidad civil de los Magistrados consti-
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tucionales por la Sala Civil del Tribunal Supremo como consecuencia de la inad-
misión –supuestamente indebida– de un recurso amparo, se estableció en el
artículo 4, apartados 2 y 3 LOTC en 2007 que las resoluciones del TC no pueden
ser enjuiciadas por ningún órgano jurisdiccional del Estado, para reforzar esa
inviolabilidad, así como que el TC puede anular las resoluciones que contra-
vengan este mandato. La doctrina italiana mantiene que esta prerrogativa se
trata de una extensión a los Magistrados constitucionales de la intensa inviola-
bilidad parlamentaria. Es una garantía objetiva en provecho de la institución y
no un privilegio subjetivo.

Carecen de inmunidad. Sin embargo, ni la Constitución ni la Ley Orgánica
prevén la inmunidad de los Magistrados constitucionales. No es preciso solicitar
una autorización o suplicatorio para procesarlos o inculparlos. Tampoco tienen
una inmunidad de detención por la policía en su régimen especial legalmente
previsto. Pero algunos autores creen que se les debe extender a los Magistrados
constitucionales lo previsto en los artículos 398 a 400 LOPJ para los Magistrados
de carrera, entre otros contenidos, la previsión de que sólo pueden ser detenidos
por orden del Juez competente o en caso de delito flagrante. No obstante, esta
extensión de un régimen especial y distinto al general de todos los ciudadanos
no viene expresamente prevista en la LOTC y me parece que podría violar el
principio de legalidad. Con mayor razón para los que no son Magistrados de
carrera. No pueden hacerse interpretaciones extensivas en lo que supone una
excepción al principio de igualdad ante la ley. Ya hay algún ejemplo de un Magis-
trado constitucional que fue detenido tras una denuncia.

AUTONOMÍA ORGANIZATIVA Y DIVISIÓN INTERNA DEL
TRABAJO

Autonomía normativa, presupuestaria y funcionarial. En su condición de
órgano constitucional y de acuerdo con el régimen jurídico que establece la
LOTC, el Tribunal cuenta con una amplia autonomía organizativa. Tiene tam-
bién una potestad normativa propia con un alcance interno y, conforme al
artículo 10 LOTC, aprueba en Pleno su Reglamento organizativo e interno. Rige
el Acuerdo de 5 de julio de 1990, del Pleno del Tribunal Constitucional, por el
que se aprueba el Reglamento de Organización y Personal del Tribunal Consti-
tucional. Asimismo, elabora su propio presupuesto que se integra como una sec-
ción independiente de los Presupuestos Generales del Estado. Finalmente,
posee una amplia autonomía administrativa y funcionarial y cuenta con su propio
personal. De nuevo, estás facultades derivan de su naturaleza como órgano
constitucional y del régimen legal que de esa condición se desprende, que
atiende a garantizar su funcionamiento con plena independencia.

Pleno gubernativo. Según el Reglamento de organización, existe un Pleno
gubernativo que ejerce las funciones de carácter no jurisdiccional, relacionadas
con cuestiones administrativas.
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Presidente. El Tribunal en Pleno elige de entre sus miembros y en votación
secreta al Presidente y propone al Rey su nombramiento (artículo 9 LOTC). Es
elegido por mayoría absoluta de los Magistrados en la primera votación, bas-
tando con mayoría simple en la segunda (artículo 9.2 LOTC); en caso de empate,
vuelve realizarse otra votación y, si se repitiese el empate, resulta elegido el de
mayor edad (así ocurrió entre los Magistrados Rodríguez Piñero y López Gue-
rra). El Presidente puede ser reelegido una sola vez y así pasó con el Presidente
Tomás y Valiente. Se ha generalizado, no obstante, un uso no escrito por el cual
suele elegirse Presidente un Magistrado que se encuentre en el último tercio
de su mandato, para amortiguar la competencia en la elección, lo que hace impo-
sible de hecho la reelección. No es evidente la idoneidad u oportunidad de ese
uso que limita la elección contra la ley, pues ciertas reformas organizativas y
modificaciones de la jurisprudencia reclaman la larga duración de un mandato
presidencial con suficiente liderazgo. El estilo y orientación del Presidente
incide en el funcionamiento del Tribunal. Bien es verdad que ese uso impide o
amortigua los enfrentamientos y competencias en la elección.

Vicepresidente. También se elige un Vicepresidente que sustituye al Presi-
dente y preside la Sala Segunda mientras el Presidente hace lo mismo con la
Primera.

Facultades del Presidente. El Presidente representa al Tribunal y posee
poderes de exteriorización de su voluntad. Esta facultad para expresar la voluntad
del Tribunal y sintetizar y dar a conocer su doctrina deben entrañar una seria
restricción de su libertad de expresión personal como contrapartida. Ha habido
aquí diversas experiencias que incluso llevaron a recusaciones y que aconsejan
que el Presidente no opine sobre controversias políticas o judiciales y se limite
a expresar las decisiones recogidas en sentencias. El Presidente convoca y pre-
side el Pleno y fija su orden del día, y tiene diversas funciones administrativas
(artículo 15). La fijación del orden del día y la dirección del trabajo de una sesión
y otras facultades de mediación interna y coordinación le otorgan en la práctica
un gran poder. Ha sido frecuente referirse a los períodos de la Corte Suprema
de Estados Unidos por el nombre del Presidente, se ha hablado de una Corte
Burger, y lo mismo podríamos hacer en España. Bernard Schwartz sostuvo que
los diez grandes jueces de la historia de América son aquéllos que han dirigido
un tribunal suficiente tiempo como para crear una línea de jurisprudencia, aun-
que no llegaran a la Corte Suprema.

Plenos, Salas y Secciones. El Tribunal Constitucional actúa en Pleno, de doce
Magistrados, en Salas, de seis, o en Secciones, de tres, para el ejercicio de sus
funciones jurisdiccionales (artículo 6 LOTC). El Pleno conoce de todos los
asuntos menos normalmente de los recursos de amparo. Si bien deben leerse
las detalladas reglas del artículo 10 y otros preceptos concordantes que permiten
al Pleno deferir algunos asuntos a las Salas o recabar otros para sí. Así, puede
el Pleno atribuir a las Salas la solución de recursos de inconstitucionalidad de
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"mera aplicación de doctrina"; o recabar el conocimiento de cuestiones de
inconstitucionalidad, que conocen normalmente las Salas, que estime debe
reservarse para sí. Los conflictos y las impugnaciones del Título V se pueden
deferir a las Salas en trámite de admisión. Las Salas conocen de lo que no sea
competencia del Pleno y, en particular, de los numerosos recursos de amparo.
Pero el Pleno puede recabar el conocimiento de un amparo por su relevancia o
para unificar la doctrina de las Salas, o éstas renviarlo al Pleno. La reforma de
2007 de la LOTC modificó estas reglas de división interna del trabajo –de forma
algo confusa– para incrementar la eficacia a la vista de las experiencias adqui-
ridas. Las cuatro Secciones de tres Magistrados, dos por Sala, se pronuncian
sobre la admisión de los recursos de amparo y el despacho de los asuntos, y
también respecto de la resolución de los amparos deferidos por las Salas
(artículo 8).

Ausencia de especialización de las divisiones jurisdiccionales y turno cronoló-
gico. No existen criterios de especialización para la distribución de los recursos
de amparo, entre las Salas y las Secciones, sino que se hace conforme al orden
de entrada en el registro, salvo alguna excepciones como pueden ser las deri-
vadas de la acumulación de los recursos. Pero existen otros modelos en Derecho
comparado v. gr. en Alemania, y, de hecho, se ha debatido entre nosotros si
tendría sentido especializar ambas Salas en diferentes tipos de asuntos, no obs-
tante, la controversia se ha aparcado hace tiempo sin alcanzarse un acuerdo
definitivo.

Personal y Secretario General. El Título VIII de la LOTC "Del personal al
servicio del Tribunal Constitucional" regula este extremo. Conforme al artículo
96, existe un Secretario General, elegido por el Pleno del Tribunal y nombrado
por el Presidente entre los Letrados, que dirige y coordina los servicios del
Tribunal y su personal y actúa como Letrado mayor. También existen unos
Letrados al servicio del TC y unos secretarios de justicia, y los demás funcio-
narios que se le adscriban o sean contratados. El Secretario General amen de
ejercer como Letrado mayor, apoya al Presidente para la programación juris-
diccional de acuerdo con las directrices del Pleno, responde de la ejecución del
presupuesto, y es el responsable de la recopilación y la publicación de la doctrina
constitucional. Puede tener un Secretario General Adjunto.

Los Letrados. Es relevante saber que el TC está asistido técnicamente por
un amplio colegio de Letrados, muy cualificados y con distintas especialidades,
que pueden ser seleccionados por concurso-oposición, formando un cuerpo de
funcionario, pero generalmente son nombrados en régimen de libre adscripción
temporal (artículo 97 LOTC y Disposición Adicional Primera), pudiendo ser
renovados hasta nueve años. Deben ser profesores de universidad de disciplinas
jurídicas, o miembros de las carreras judicial y fiscal, u otros funcionarios públi-
cos del Grupo A, o Abogados con diez años de ejercicio profesional. Los Letrados
desempeñan funciones de estudio y asesoramiento, y preparan informes e
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incluso borradores de sentencias u otras resoluciones, siguiendo las indicacio-
nes de los Magistrados o, en su caso, del Secretario General, y sugieren las
inadmisiones del amplio número de amparos. Pueden estar adscritos personal-
mente a un Magistrado –como en otros tribunales constitucionales–, o a una
oficina de Letrados con distintas especialidades, o desempeñar labores de jefa-
tura de servicios. Ha habido diversos modelos organizativos internos. Estaban
presupuestados una larga cincuentena en 2019.
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